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Introducción

El concepto de Estado de Derecho, nacido en Europa a principios del siglo 
xix, es una idea sometida a evolución permanente y, por tanto, ha venido de-
sarrollándose desde un concepto eminentemente formal, según el cual, todo 
Estado es de Derecho porque entre sus elementos tiene un ordenamiento jurí-
dico, hasta el concepto actual, en el que el orden jurídico está integrado por una 
serie de «elementos rectores»1, entre los cuales está el corpus juris del Derecho 
internacional de los derechos humanos que, como señaló la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, «está formado por un conjunto de instrumentos 
internacionales de contenido y efectos jurídicos variados (tratados, convenios, 
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1	 Pérez Royo, Javier: Curso de Derecho Constitucional. Marcial Pons. Madrid, 2000, 
p. 289.
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resoluciones y declaraciones», que imponen al Estado el deber de «alentar, 
fomentar y proteger los derechos humanos»2.

De tal manera que, la convencionalidad se ha incorporado al concepto guía 
(Estado de Derecho), para establecer un nuevo orden de prelación del orde-
namiento jurídico, en el cual la juridicidad no inicia con la Constitución, sino 
con el denominado «Derecho internacional de los derechos humanos».

En otras palabras, la convencionalidad y en general el sistema interamericano 
permea al Estado de Derecho y se integra a él con la finalidad de consolidar en 
el Continente Americano un régimen de «respeto a los derechos esenciales 
del hombre»3.

El presente trabajo tiene por objeto analizar cómo ha evolucionado la preva-
lencia del sistema de fuentes en el Estado convencional y cuál es su situación 
actual en Venezuela.

1. La prevalencia del principio de legalidad

El Estado de Derecho no es un concepto pétreo o estático, sino que está en 
constante desarrollo. Su primera etapa fue someter al Poder Público al prin-
cipio de legalidad y, con ello, vincular y limitar el ejercicio del poder a lo que 
la ley establecía. En este estadio, la Constitución era vista como una simple 
manifestación solemne carente de normatividad.

De allí, la afirmación de Nieto Navia, según la cual, en sus inicios, el Estado 
de Derecho actuaba conforme al principio de legalidad y solo reconocía a la 
Constitución como un programa político carente de fuerza vinculante4.

2	 Vid. CIDH, sent. N.º 125, del 17-06-05, caso Comunidad indígena Yakye Axa vs.  
Paraguay; Gozaini, Osvaldo: El Derecho Procesal Constitucional y los derechos 
humanos. Unam. México D. F., 1995, p. 23.

3	 CIDH, sent. N.º 72, del 02-02-01, caso Baena Ricardo et al. vs. Panamá.
4	 Nieto Navia, Rafael: «La democracia como marco del sistema interamericano de 

derechos humanos». En: Revista del Instituto Iberoamericano de los Derechos 
Humanos. Número especial en conmemoración del cuadragésimo aniversario de 



De tal manera que la primera fase del Estado de Derecho revistió a la lega-
lidad como el axioma que encausaba y determinaba la regularidad jurídica 
de su actuación, lo cual se justificaba en la teoría clásica de que la ley es la 
más alta expresión de la soberanía, ya que emana del órgano representativo 
de la voluntad popular.

En otras palabras, la prevalencia del principio de legalidad se basaba en el 
denominado «principio de supremacía del parlamento». Es decir, la idea ini-
cial del Estado de Derecho se sustentaba en el concepto formal de ley, porque 
esta es «la norma originaria por excelencia»5, y de allí que resultara lógico 
atribuirle la facultad de regular y someter la actuación del Estado.

Esta etapa formalista fue el escenario ideal para la implementación del afo-
rismo inglés, según el cual «la ley lo puede todo, salvo convertir a un hombre 
en mujer».

En otros términos, el Estado de Derecho era esencialmente «positivista»6 
y justificaba la legitimidad o validez del ordenamiento jurídico en crite-
rios eminentemente competenciales y procedimentales, dando así cabida 
a leyes que, en muchos casos, permitieron reducir al Estado a un sistema de 
dominación mediante el instrumento de la ley, por ejemplo, concentrando 
y perpetuando el poder en una persona o permitiendo su ejercicio omnímodo.

Entonces, fue conforme a este concepto de Estado de Derecho –que escasa-
mente exigía la sujeción a la legalidad formal– que se construyeron Estados 
«maquiavélicos»7 (como el nazi, el fascista y el marxista, entre otros) que, 

la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. IIDH. San José, 
1989, p. 34.

5	 García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás-Ramón: Curso de Derecho 
Administrativo. T. ii. 7.ª, Cívitas. Madrid, 2000, p. 178.

6	 Garrido Falla, Fernando et al.: La posición constitucional en la Administración 
Pública. La Administración en la Constitución. Cepc. Madrid, 1980, p. 19.

7	 Hassemer, Winfried: «Jurisdicción Constitucional en una Democracia». En: La ju-
risdicción constitucional, democracia y Estado de Derecho. UCAB. Caracas, 2005, 
p. 60.
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apenas cumplían con las exigencias de un Estado de Derecho formal, pero 
que, en lo sustancial, conllevaron al irrespeto de la dignidad humana.

2. La supremacía y normatividad constitucional

Luego, el hecho de construir al Estado de Derecho sobre una visión puramente 
formalista evidenció que el orden jurídico debe tener un contenido material, 
concretamente, debe reconocer una serie de principios que organicen, limiten 
y orienten la actuación del Estado hacia la protección y salvaguarda de los  
derechos humanos y que, con ello, garantice la dignidad de cada persona.

Efectivamente, la experiencia que dejó erigir al concepto de Estado de De-
recho sobre las categorías formales de la legalidad, dio lugar al advenimiento 
del constitucionalismo democrático que, le asignó a la juridicidad una fina-
lidad humanista y que cambiaría el concepto inicial del Estado de Derecho 
para erigirlo sobre una Constitución que no se limita a recoger una serie de 
paradigmas constitucionales, sino que se erige como una «fuente de Derecho 
directamente aplicable»8.

Surge así, el concepto de Estado constitucional, en el cual la Constitución 
tiene carácter normativo y, por tanto, tiene eficacia organizatoria, pues diseña 
y determina el funcionamiento del Estado con el fin de garantizar y proteger 
los derechos humanos.

De tal manera que la Constitución pasó a ser el fundamento de todo el orde-
namiento jurídico9 y de allí que, como señala Martínez, empezó a marcar el 
ejercicio del Poder10. En primer lugar, organizando su forma y funcionamiento 

  8	 Bonnemaison, María: «El control constitucional de los Poderes Públicos». En: Bases 
y principios del sistema constitucional venezolano. vii congreso venezolano del 
Derecho Constitucional. T. ii. San Cristóbal, 2001.

  9	 Palomino, José: «Constitución, supremacía constitucional y teoría de las fuentes del 
Derecho». En: Estudios de Derecho Procesal Constitucional. T. ii. VC Ediciones Ltda. 
Bogotá, 2011, p. 40.

10	 Martínez, Faustino: «Una historia de Constitución». En: El juez constitucional en el 
siglo xxi. T. i. Unam. México D. F., 2009, p. 326.



y en segundo lugar, determinando que el destino público no es otro que el  
respeto a los derechos humanos.

En este escenario, la Constitución también se informa del principio de supre-
macía constitucional que, como afirmó el maestro González Pérez, colocó al 
Texto Fundamental en «la base del ordenamiento jurídico y en consecuencia, 
como fundamento del orden jurídico y de la actuación del Estado»11.

Ahora bien, la supremacía constitucional no solo determina que la actuación 
del Estado debe enmarcarse dentro del contexto constitucional, sino que apa-
reja la denominada «garantía de nulidad de los actos estadales que vulneran  
la Constitución»12. Esto es que las actuaciones que violan la Carta Política 
se encuentran viciadas de nulidad absoluta y, por tanto, son inconvalidables.

Ciertamente, el aseguramiento de la supremacía constitucional y de su ca-
rácter normativo, va de la mano con el reconocimiento de la nulidad de los 
actos que colidan con ella y de igual modo, con el principio de responsabi-
lidad personal, de acuerdo al cual, ordenar o ejecutar actuaciones formales 
o materiales que violen la Constitución, genera responsabilidad, no solo 
para el Estado, sino para los funcionarios vinculados a la actuación, bien por 
acordarla o llevarla a cabo. 

De acuerdo a lo expuesto y tal como señala Rivera, «el Estado constitucional 
situó al Texto Fundamental en el centro del debate jurídico y lo erigió como 
el punto de partida de la juridicidad de la actuación del Poder Público»13.

11	 González Pérez, Jesús: «El método en el Derecho Administrativo». En: Revista de 
Administración Pública. N.º 22. Cepc. Madrid, 1957, p. 45.

12	 Brewer-Carías, Allan R.: «La justicia constitucional como garantía de la Constitu-
ción». En: La justicia constitucional y su internacionalización. ¿Hacia un ius cons-
titucionale commune en América Latina? T. i. Unam. México D. F., 2010, p. 26.

13	 Rivera, Mauro: «Jurisdicción constitucional: ecos del argumento contramayori-
tario». En: Cuestiones Constitucionales. N.º 22. México D. F., 2010, p. 224.
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Conforme a lo anterior, «la Constitución prevalece sobre las demás normas»14 
y ello, lo graficaba el maestro Calamandrei con un extraordinario ejemplo: 
«la Constitución es un vaso de metal y la ley un vaso de barro, cuando 
chocan, indefectiblemente, prevalece la Constitución»15.

Complementariamente, los textos fundamentales pasaron a informarse del 
principio de interpretación conforme a la Constitución, según el cual la 
hermenéutica jurídica no debe desarrollarse de una manera aislada o descon-
textualizada del Texto Fundamental, sino de modo sistémico, tomando en 
cuenta las bases jurídico-políticas plasmadas en ella.

En otras palabras, la interpretación normativa debe realizarse a la luz del 
marco constitucional, ya que este es el «plano»16 sobre el cual se construye el 
resto del ordenamiento y se ejecuta la actuación del Poder Público.

3. La juridicidad basada en el Derecho internacional 
	 de los derechos humanos

Ahora bien, tal como sostiene Ayala Corao, «el siglo xx y sus movimientos 
socio-políticos generaron una crisis en el constitucionalismo clásico que, no 
solo cambiaría la propia concepción de la juridicidad, sino que vino a esta-
blecer un nuevo orden de prelación del ordenamiento jurídico, en el cual, la 
juridicidad no inicia con la Constitución, sino con el denominado Derecho 
internacional de los derechos humanos»17.

En efecto, la necesidad de preservar los derechos humanos frente a los peli-
gros del Poder (tales como las pretensiones de perpetuidad en el ejercicio de 

14	 Palomino: ob. cit., p. 40.
15	 Calamandrei, Piero: Derecho Procesal Civil. Vol. ii. Editorial Harla. México 

D. F., 1997. 
16	 Souza, María: El uso alternativo del Derecho. Editorial Unibiblos. Bogotá, 2001,  

p. 179.
17	 Ayala Corao, Carlos: «Las consecuencias de la jerarquia constitucional de los 

tratados relativos a derechos humanos», 2009, http://www.oda-alc.org/docu-
mentos/1362672506.pdf.



los cargos públicos, las violaciones al principio de responsabilidad del Es-
tado, el ejercicio arbitrario del poder o, incluso, la imposición de regímenes 
regresivos que desmejoren o desconozcan los derechos humanos, etc.) con-
llevó a la relativización del concepto de soberanía y, con ello, a admitir que el 
Derecho interno está subordinado a un nuevo sistema de prelación, en el cual 
las normas internacionales no solo tienen aplicación preferente, siempre que 
sean más favorables en el reconocimiento y salvaguarda de los derechos, sino 
que, incluso, se encuentran protegidas por mecanismos específicos de control. 
Concretamente, el denominado «control de convencionalidad»18.

Ciertamente, el siglo pasado trajo consigo la idea de que el Estado de Derecho 
debe optimizar el «respeto y garantía de los derechos humanos»19 y para ello, es 
que fue creado el denominado «Derecho internacional de los derechos humanos», 
frente al cual los Estados han abandonado la tesis Bodiana de la soberanía 
(potencia absoluta, perpetua y omnímoda del Estado) para acoger una visión mo-
derna, según la cual el Derecho internacional de los derechos humanos impone 
a los Estados «obligaciones»20 infranqueables de respeto a los derechos humanos.

En este contexto, la juridicidad de la actuación del Estado pasa, en primer 
lugar, por la sujeción al Derecho internacional de los derechos humanos que, 
como afirma Hernández-Mendible21, «constituye, un pacto de mínimos en la 
materia» y, además, forma parte del denominado bloque de la constituciona-
lidad (por disposición expresa del artículo 23 de la Carta Política venezolana).

En otras palabras, el Derecho internacional de los derechos humanos es «un 
régimen jurídico de protección de los derechos humanos»22 que forma parte 

18	 CIDH, sent. N.º 312, del 29-02-16, caso Chinchilla Sandoval vs. Guatemala.
19	 García de Enterría y Fernández: ob. cit., p. 589.
20	 CIDH, sent. N.º 205, del 16-11-09, caso Campo Algodonero vs. México.
21	 Hernandez-Mendible, Victor R.: «La convencionalización del Derecho público en 

América». En: Hacia un Derecho Administrativo para retornar la democracia. Liber 
amicorum al profesor José R. Araujo-Juárez. Caracas. Universidad Monteávila-Cidep. 
Caracas, 2018, p. 236.

22	 Ventura, Manuel: «La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en materia de derechos civiles y políticos». En: Revista del Instituto Iberoame-
ricano de los Derechos Humanos. N.º 42. IIDH. San José, 2005, p. 37.
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de la juridicidad y que, como señaló la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, contiene normas inderogables y trascendentales ( jus cogens) para 
el Estado de Derecho23.

De forma tal que la convencionalidad se yergue como «una conquista de las 
personas frente al Estado»24, en la cual se logró limitar el concepto tra-
dicional de soberanía, para que los Estados aceptaran incorporar a sus 
ordenamientos normas dictadas por órganos supranacionales.

En otras palabras, el Derecho internacional de los derechos humanos res-
ponde a la intención de fortalecer y, de ser el caso, «perfeccionar»25 la garantía 
y vigencia de los derechos humanos y, consecuencialmente, de superar «los 
problemas estructurales y debilidades nacionales que amenazan su efectiva  
vigencia y salvaguarda»26. 

Por ello, Caballero y Rábago afirman que «el Derecho internacional de los 
derechos humanos establecen un conjunto de estándares mínimos que ge-
neran sistemas normativos de reenvíos hacia otros ordenamientos con los que 
se integran para optimizar la cobertura de los derechos de las personas»27.

De lo expuesto se deduce que la finalidad del Derecho internacional de los 
derechos humanos es «garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

23	 CIDH, sent. N.º 153, del 22-09-06, caso Goiburú et al. vs. Paraguay.
24	 Ventura: ob. cit., p. 39.
25	 Moia, Ángel Luis: «Los derechos políticos como derechos humanos. Una aproxi-

mación desde la práctica jurisprudencial de la Corte Suprema de Argentina». En: 
Revista del Instituto Iberoamericano de los Derechos Humanos. N.º 45. IIDH. San 
José, 2007, p. 355.

26	 Dulitzky, Ariel: «50 años del sistema interamericano de protección de los derechos 
humanos; una propuesta de reflexión sobre cambios estratégicos necesarios». En: 
Revista del Instituto Iberoamericano de los Derechos Humanos. N.º 46. IIDH. San 
José, 2007, p.35.

27	 Caballero, José Luis y Rábago, Miguel: Derechos políticos. Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos. Comentario. Konrad Adenauer Stiftung. La Paz, 
2014, p. 560.



humanos»28, para lo cual el referido órgano supranacional ha señalado que,  
a la luz del artículo 2 de la Convención, los Estados deben:

i. Suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen 
violación a las garantías previstas en la Convención. ii. Expedir normas 
y desarrollar de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 
garantías. Ello en aplicación del Derecho de gentes, según el cual, un Es-
tado que ha ratificado un tratado de derechos humanos debe introducir 
en su Derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el fiel 
cumplimiento de las obligaciones asumidas29.

En otros términos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos es-
tablece la obligación general de cada Estado Parte de «adecuar su Derecho 
interno a las disposiciones de la Convención y con ello, garantizar los dere-
chos en ella consagrados»30. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ratificó lo antes expuesto de la siguiente forma:

… el artículo 2 de la Convención Americana obliga a los Estados Partes 
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las dis-
posiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades pro-
tegidos por la misma Convención. Es necesario reafirmar que la obliga-
ción de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de 
resultado. La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma 
impone a los Estados Partes la obligación general de adecuar su Derecho 
interno a las normas de la propia Convención, para garantizar así los  
derechos consagrados en ésta. Las disposiciones de Derecho interno que 
sirvan a este fin han de ser efectivas (principio del effet utile), lo que sig-
nifica que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que 
lo establecido en la Convención sea realmente cumplido31.

28	 CIDH, sent. N.º 70, del 25-11-00, caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala.
29	 CIDH, sent. N.º 281, del 27-08-14, caso Hermanos Landaeta Mejías vs. Venezuela.
30	 CIDH, sent. N.º 73, del 05-02-01, caso La Última Tentación de Cristo (Olmedo 

Bustos et al.) vs. Chile.
31	 CIDH, sent. N.º 125, citada supra.
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De hecho, «si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el ar-
tículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no estuviese 
ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados 
Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos consti-
tucionales y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas  
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos  
y libertades»32.

De lo expuesto se observa que la convencionalidad compele a los Estados  
a «adoptar, de forma prioritaria, las reformas legislativas y de otro carácter 
que sean necesarias para evitar la violación de los derechos humanos»33.

Es más, el deber de adecuar el Derecho interno a los parámetros de la Conven-
ción puede derivar «no solo del cumplimiento voluntario del Estado, sino de 
una orden de reparación emitida por la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos que obligue al Estado contumaz a reformar su ordenamiento interno»34.

Incluso la Corte ha señalado35 que «todo Estado Parte de la Convención debe 
adoptar todas las medidas para que lo establecido en la Convención sea efec-
tivamente cumplido y evitar tomar iniciativas que limiten o conculquen 
un derecho fundamental, y suprimir las medidas y prácticas que restrinjan  
o vulneren un derecho fundamental».

En este orden de ideas, la Corte ha establecido que el deber de adecuar el De-
recho interno al ordenamiento convencional «se extiende a la tipificación de 
delitos pluriofensivos de especial gravedad como la desaparición forzada  
de personas»36.

32	 CIDH, sent. N.º 129, del 24-06-05, caso Acosta Calderón vs. Ecuador.
33	 CIDH, sent. N.º 177, del 02-05-08, caso Kimel vs. Argentina.
34	 CIDH, sent. N.º 92, del 27-02-02, caso Trujillo Oroza vs. Bolivia.
35	 CIDH, sent. N.º 204, del 24-09-09, caso Dacosta Cadogan vs. Barbados.
36	 CIDH, sent. N.º 314, del 22-06-16, caso Tenorio Roca vs. Perú.



En definitiva, cada Estado Parte del sistema interamericano de protección 
de los derechos humanos debe «adoptar las medidas para que lo establecido 
en la Convención sea realmente cumplido en el orden jurídico interno, adap-
tando su normativa a la Convención»37 y «estableciendo políticas públicas 
acordes al sistema interamericano de protección de derechos humanos»38.

4. La situación en Venezuela

En el orden de ideas anteriores, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia reconoció la aplicación preferente de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos sobre el ordenamiento interno39. Concretamente, la 
Sala estableció que la Convención Americana sobre Derechos Humanos re-
conoce en el artículo 8, numerales 1 y 2, el derecho de toda persona a recurrir 
del fallo, y ello es más favorable que lo establecido en la propia Constitución 
que limita tal derecho a la materia penal, por lo que lo procedente era aplicar 
la norma convencional sobre el Derecho interno.

No obstante, la referida Sala produjo un cambio de criterio al año siguiente, 
donde señaló que la jurisdicción constitucional debe actuar conforme al 
principio de interpretación pro Constitución y, con él, la prevalencia de los 
principios del Estado «democrático, social de Derecho y de justicia» sobre el 
orden internacional40. Ello, debido al carácter soberano del Estado venezolano.

Luego, la mencionada Sala dictó la sentencia en el caso Chavero41, en la cual  
retomó el criterio de la prevalencia del Derecho internacional de los derechos 
humanos sobre el ordenamiento interno, ya que el artículo 23 del Texto Fun-
damental es «claro» al reconocer la jerarquía constitucional de los tratados, 
pactos y convenios que versan sobre derechos humanos y han sido válidamente 
reconocidos por la República.

37	 CIDH, sent. N.º 56, del 29-09- 99, caso Cesti Hurtado vs. Perú.
38	 CIDH, sent. N.º 293, del 22-06-15, caso Radio Caracas Televisión vs. Venezuela.
39	 TSJ/SC, sent. N.º 87, del 14-03-00.
40	 TSJ/SC, sent. N.º 1309, del 19-07-01.
41	 TSJ/SC, sent. N.º 1942, del 15-07-03.
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Sin embargo, en la misma sentencia se estableció que, «ante antinomias  
o situaciones ambiguas entre los derechos contenidos en los instrumentos 
internacionales señalados y la Constitución, corresponderá a la Sala Cons-
titucional interpretar cuál es la disposición más favorable». Tal afirmación, 
circunscribe la interpretación y aplicación del bloque de la constitucionalidad 
y del Derecho internacional de los derechos humanos a un solo tribunal, lo 
cual es claramente contrario al artículo 334 de la Carta Magna que le re-
conoce a todos los jueces de la República la competencia para asegurar la 
integridad de la Constitución y, con ello, la de interpretar y aplicar el bloque 
de la constitucionalidad.

Posteriormente, el referido órgano de justicia constitucional dictó la deci-
sión N.º 1265/2008, donde retomó el criterio según el cual el ordenamiento 
jurídico debe ser interpretado y aplicado conforme al principio favor Cons-
titucionae, el cual conlleva a «salvaguardar al Texto Fundamental de toda 
desviación de principios y de todo apartamiento del proyecto que él encarna 
por voluntad del pueblo»42.

Seguidamente, la Sala Constitucional del Alto Tribunal, en el caso Gustavo 
Álvarez Arias et al.43, en la cual declaró inejecutable la sentencia N.° 182, 
dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 5 de agosto de 
2008, en el caso Apitz Barbera et al. vs. Venezuela, sobre la base que «el ci-
tado artículo 23 de la Constitución no otorga a los tratados internacionales 
sobre derechos humanos rango “supraconstitucional”, por lo que, en caso de 
antinomia o contradicción entre una disposición de la Carta Fundamental 
y una norma de un pacto internacional, correspondería al Poder Judicial  
determinar cuál sería la aplicable».

Así, la referida decisión ratificó que, para el Máximo Tribunal, es 
«inaceptable cualquier teoría que pretenda limitar la soberanía y la autode-
terminación nacional a favor del Derecho internacional, con lo cual, en caso 
de colisión entre el Derecho internacional y el ordenamiento constitucional, 

42	 TSJ/SC, sent. N.º 1265, del 05-08-08.
43	 TSJ/SC, sent. N.º 1939, del 18-12-08.



deben prevalecer las normas constitucionales que privilegien el interés  
general y el bien común».

Con posterioridad, la Sala Constitucional del Máximo Tribunal44 señaló que, 
resulta contrario a la Constitución «subyugar» los intereses de la República a 
un sistema que desconozca los fines del Estado y, particularmente, el ejercicio 
de la soberanía, o contraríe los intereses del pueblo respecto a su independencia 
y autodeterminación.

La decisión N.° 562/2013, dictada por la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, reprodujo la doctrina según la cual el carácter soberano del 
Estado venezolano impide la aplicación preferente del Derecho internacional 
de los derechos humanos y la injerencia de los órganos supranacionales en 
los asuntos internos45.

Al respecto, es preciso señalar lo siguiente: La Constitución de 1999 reco-
noció en su artículo 23 la aplicación preferente del Derecho internacional de 
los derechos humanos, siempre que contengan normas más favorables para 
su goce y protección y, al mismo tiempo, el tratado, pacto o convención de 
que se trate, haya sido suscrito y ratificado válidamente por la República.

De tal manera que fue el propio constituyente de 1999 quien abandonó la 
tesis Bodiana de la soberanía, según la cual es la potencia absoluta y per-
petua de una República que no está sometida a control extranjero, para 
adoptar una visión moderna según la cual la soberanía debe ser entendida 
como un atributo del Estado que se encuentra relativizado por los princi-
pios de juridicidad, división de poderes, democracia y la vigencia de los 
derechos humanos, los cuales encuentran en el Derecho internacional de 
los derechos humanos su más alto reconocimiento (artículos 1, 2, 3 y 4 
de la Carta Democrática Interamericana y 1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos).

44	 TSJ/SC, sent. N.º 967, del 04-07-12.
45	 TSJ/SC, sent. N.º 562, del 21-05-13.
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Por tanto, el desconocimiento de las decisiones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos que han aplicado el Derecho internacional de los de-
rechos humanos a situaciones ocurridas en Venezuela no solo atenta contra 
el diálogo judicial y la prevalencia del Derecho internacional de los derechos 
humanos, sino también contra la propia Constitución.

A la vez, la inobservancia de las normas convencionales por parte del Estado 
venezolano es causa de responsabilidad a tenor de lo previsto en el artículo 
63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues cada  
Estado debe garantizar los derechos y libertades previstos en la Convención 
y, en su caso, restablecer o indemnizar las lesiones que se hayan causado46.

Luego, el vaivén del criterio de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia entre los años 2000 y 2008, respecto a la prevalencia del Derecho 
internacional de los derechos humanos sobre el ordenamiento interno, con-
traría la propia doctrina de la Sala en materia del principio de confianza 
legítima47 que está referido, en primer término, a la fuerza vinculante de las 
normas jurídicas y, consiguientemente, a la obligatoriedad de su aplicación. 
Pero, al mismo tiempo, a que la interpretación del ordenamiento se haga de 
forma estable y que, en consecuencia, los órganos del Estado no muten sus 
criterios de forma irracional, brusca, intempestiva y retroactiva.

Ciertamente, el también denominado «principio de seguridad jurídica» 
supone la «regularidad o conformidad a Derecho y la previsibilidad de la ac-
tuación de los poderes públicos y, muy especialmente, de la interpretación y 
aplicación del Derecho por parte de las Administraciones públicas y los jueces  
y tribunales»48 y, con ello, la exclusión del comportamiento imprevisible  
generador de inseguridad jurídica.

46	 CIDH, sent. N.º 387, del 14-10-19, caso Rodríguez Revolorio et al. vs. Guatemala.
47	 TSJ/SC, sent. N.º 3180, del 15-12-04.
48	 García Morillo, Joaquín: «Los derechos de la libertad (i). La libertad personal». 

En: Derecho Constitucional. Vol. i. 4.ª, Tirant Lo Blanch. Valencia, 2000, p. 65.



Así lo señaló la Sala Constitucional49 donde indicó que los cambios de criterio 
solo pueden aplicarse con efectos ex nunc, es decir, a futuro desde la publica-
ción de la sentencia que estableció el nuevo criterio y, además, para los casos 
que se hubiesen planteado con posterioridad al mismo, pues los expedientes 
iniciados con anterioridad a la nueva doctrina se encuentran vinculados 
a la expectativa legítima de ser resueltos conforme a la doctrina vigente al 
momento de su interposición, salvo que el cambio de criterio beneficie al jus-
ticiable y, en consecuencia, no afecte negativamente su situación procesal50.

En otras palabras, la aplicación inmediata y con efectos ex tunc de un criterio 
jurisprudencial viola el principio de seguridad jurídica que es, precisamente, 
lo ocurrido con los constantes cambios de criterio expresados por la Sala 
Constitucional del Máximo Tribunal en materia de la aplicación preferente, 
inmediata y directa del Derecho internacional de los derechos humanos.

Conclusiones

Como afirmamos supra, la convencionalidad apareja que la sujeción a juridi-
cidad inicia con el reconocimiento del Derecho internacional de los derechos 
humanos, mismo que tiene aplicación preferente, directa e inmediata cuando 
contengan normas más favorables al Derecho interno.

De tal manera que el Derecho internacional de los derechos humanos no 
solo ha establecido para el Estado de Derecho un nuevo sistema de fuentes 
en el orden del ordenamiento jurídico, sino que representa un verdadero  
límite a la soberanía de los Estados respecto al tratamiento que estos le dan  
a los derechos humanos.

Empero, en Venezuela, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Jus-
ticia actúa «sin miramientos jurídicos»51 en el menoscabo al sistema de 

49	 TSJ/SC, sent. N.º 1032, del 05-05-03.
50	 Vid. TSJ/SC, sent. N.º 1350, del 05-08-08.
51	 Casal, José María: Asamblea Nacional conquista democrática vs. Demolición 

Autoritaria. Elementos de la argumentación y práctica judicial autoritaria de la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. Ediciones Konrad Adenauer  
Stifung. Caracas, 2017, p. 147.
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fuentes del Estado de Derecho que, por disposición constitucional (artículo 
23), le dan prevalencia al Derecho internacional de los derechos humanos. 
En definitiva, la actuación de la referida Sala es un ejemplo del desmantela-
miento de la juridicidad y consecuencialmente del propio Estado de Derecho.

* * *

Resumen: El autor reflexiona sobre la aplicación del Derecho 
internacional de los derechos humanos en los ordenamientos 
nacionales, en particular en el caso venezolano. Para tales fines 
explica que la convencionalidad integra el sistema de fuentes 
en el actual Estado de Derecho, y no es contraria a la supre-
macía constitucional, aunque las oscilaciones de la jurispru-
dencia de la Sala Constitucional apuntan hoy a pervivir la tesis 
Bodiana de la soberanía. Palabras clave: Estado convencional, 
derecho internacional, derechos humanos. Recibido: 03-12-20.  
Aprobado: 18-01-21.


